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Colom García, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de septiembre de 2018. 

Super Asphalt Pavement, Corp. (en adelante “Super 

Asphalt” o “recurrente”) solicita que revoquemos la determinación 

que emitió la Junta de Subastas del Municipio de Moca (en 

adelante “Junta”) el 31 de mayo de 2018.  Mediante la misma, la 

Junta adjudicó la buena pro del suministro de asfalto y asfalto 

reciclado recogido en planta a la compañía Transporte Rodríguez 

Asfalto, Inc. (en adelante “TRA”).   

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma el dictamen recurrido. 

ANTECEDENTES 

 El 20 de abril de 2018, el Municipio de Moca publicó el Aviso 

de Subasta Núm. 1, Serie 2017-2018 para la compra durante el 

Año Fiscal 2018-2019. Este incluyó el Renglón Núm. 4, 

relacionado a asfalto tomado en planta y emulsión, así como 

asfalto regado y compactado en el proyecto.  A su vez, dicho 

renglón se componía de las siguientes 6 categorías: (1) suministro 

de asfalto regado, compactado con emulsión en proyectos; (2) 
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suministro de asfalto regado, compactado con emulsión en 

proyectos con material reciclado; (3) suministro de asfalto 

recogido en planta; (4) suministro de asfalto reciclado en planta; 

(5) suministro de emulsión recogido en planta y (6) acarreo de 

asfalto regado y compactado con emulsión.  Las ofertas debían 

cumplir con las especificaciones que acompañaron al referido 

Aviso de Subasta. 

 El 10 de mayo de 2018 se celebró la subasta.  Las 

compañías que licitaron y entregaron propuestas para servicios de 

asfalto fueron: TRA con una oferta de $81.00; Super Asphalt con 

una oferta de $77.00 y A&M Group, con una oferta de $90.00; 

precios por tonelada en los subrenglones de suministro de asfalto 

y asfalto reciclado recogido en planta.  

El 21 de mayo de 2018, el director del Departamento de 

Obras Públicas y Saneamiento del Municipio de Moca recomendó 

a la Junta de Subastas, para la adjudicación del Reglón Núm. 4, a 

la compañía TRA, tomando en consideración factores de ubicación 

de la planta y ciertos costos indirectos. 

Posteriormente, el 31 de mayo de 2018, notificada el 2 de 

junio de 2018, según el matasellos del correo postal, la Junta de 

Subastas notificó la Resolución bajo nuestra consideración. La 

Junta determinó adjudicar la buena pro de los aludidos renglones 

a TRA, por haber ofrecido mejor precio.  Añadió que dicha entidad 

tenía contrato con el Municipio y los trabajos realizados habían 

sido de calidad y excelencia, según la información sometida por el 

DTOP municipal.  Además, la Junta explicó que, a pesar de que 

Super Asphalt ofreció precios más económicos en los renglones 

pertinentes, la distancia que existía entre la planta manufacturera 

de esa compañía y el Municipio no era costoefectiva para la 

adquisición de los productos. 
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 Inconforme, Super Asphalt acude ante nosotros mediante el 

presente recurso de revisión judicial y señala que la Junta de 

Subastas del Municipio de Moca erró: 

… al emitir una adjudicación sin incluir la 

información y análisis básico que requiere y 
garantiza una notificación que cumpla con el 

debido procedimiento de ley, según 
establecido en Torres Prods. v. Junta Mun. 

Aguadilla, 169 DPR 886 (2007). 
 

… al no considerar la habilidad del licitador en 
poder cumplir con la obligación de suplir el 

asfalto por el término del contrato, ante la 
realidad jurídica que afecta la planta de donde 

el licitador agraciado suple su producto. 
 

 

El 11 de julio de 2018 el licitador agraciado, TRA, presentó 

su alegato en oposición.  El Municipio de Moca hizo lo propio al día 

siguiente, por lo que, con el beneficio de la comparecencia de 

todas las partes, resolvemos.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS  

  

La subasta pública formal o mediante ofertas selladas 

constituye el procedimiento que más comúnmente utilizan las 

entidades gubernamentales para la adquisición de bienes y 

servicios. Caribbean Communications v. Pol. de P.R., 176 DPR 978 

(2009); R&B Power v. E.L.A., 170 DPR 606 (2007). Sobre el 

particular, el Tribunal Supremo, en el caso R&B Power v. ELA, 

supra, pág. 621, expresó lo siguiente: 

En términos generales, el procedimiento de 

subasta formal consta de varias etapas, a 
saber: la preparación por parte del ente 

gubernamental de los pliegos de condiciones y 

especificaciones, el aviso de subasta al 
público, el recibo y posterior apertura pública 

de las propuestas selladas recibidas, la 
evaluación y estudio de las mismas por un 

comité evaluador, la recomendación del 
comité respecto la adjudicación de la buena 

pro, la adjudicación de ésta y la notificación a 
todos los licitadores. Una vez sometidos los 

pliegos de licitación y abiertos éstos, los 
mismos no admiten modificaciones. La 

apertura de los pliegos de licitación se efectúa 
públicamente ante todos los licitadores. No 
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hay cabida en este proceso para la negociación 

de los términos sometidos entre agencia y 
licitador. 

 
Dado que la adjudicación de las subastas gubernamentales 

conlleva el desembolso de fondos del erario, dichos 

procedimientos están revestidos de un gran interés público y 

aspiran a promover una sana administración pública. Caribbean 

Communications v. Pol. de P.R., supra; Costa Azul v. Comisión, 

170 DPR 847 (2007); A.E.E. v. Maxon, 163 DPR 434, 438-39 

(2004). Por ello, “la consideración primordial al momento de 

determinar quién debe resultar favorecido en el proceso de 

adjudicación de subastas debe ser el interés público en proteger 

los fondos del pueblo de Puerto Rico”. Caribbean Communications 

v. Pol. de P.R., supra; Cordero Vélez v. Municipio de Guánica, 170 

DPR 237 (2007).  En aras de proteger la buena administración del 

gobierno, los estatutos que requieren la celebración de subastas 

tienen el propósito de promover la competencia en las 

proposiciones, de manera que el Estado consiga realizar la obra al 

precio más bajo posible.  Al requerirse que la subasta y el contrato 

se adjudiquen al postor más bajo se evita que haya favoritismo, 

corrupción, extravagancia y descuido al otorgarse los contratos”. 

Torres Prods. v. Junta Mun. Aguadilla, 169 DPR 886 (2007); 

Justiniano v. E.L.A., 100 DPR 334, 338 (1971). 

Asimismo, el Tribunal Supremo ha expresado la importancia 

que reviste para la buena marcha de la cosa pública, que los 

procesos de adquisición de bienes y servicios del gobierno se 

lleven a cabo con eficiencia, honestidad y completa probidad. R&B 

Power v. E.L.A., supra; Empresas Toledo v. Junta de Subastas, 

168 DPR 771 (2006); A.E.E. v. Maxon, supra; RBR Const., S.E. v. 

A.C., 149 DPR 836 (1999).  
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Por otro lado, las subastas efectuadas por los municipios se 

rigen por la Ley de Municipios Autónomos, Ley Núm. 81 de 30 de 

agosto de 1991, 21 LPRA 4001 et seq., según enmendada (en 

adelante “Ley Núm. 81-1991”).  Cf., Pta. Arenas Concrete, Inc. v. 

J. Subastas, 153 DPR 733 (2001).  

En particular, el Art. 10.006 de la Ley 81-1991, 21 LPRA sec. 

4506, dispone que “[c]uando se trate de compras, construcción o 

suministros de servicios, la Junta adjudicará a favor del postor 

razonable más bajo”.  Sin embargo, a manera de excepción al 

requisito de precio más bajo, dicha ley establece que la 

Junta de Subastas tiene la facultad para adjudicar una 

subasta a un postor que no sea el más bajo, siempre que 

dicha acción beneficie al interés público. En tal caso, la 

Junta tiene que expresar por escrito los motivos que 

justifican tal adjudicación.  Véase, Constructora Celta, Inc. v. 

A. P., 155 DPR 820 (2001). (Énfasis nuestro).   Además, esta Ley 

dispone que “[l]a Junta hará las adjudicaciones tomando en 

consideración que las propuestas sean conforme a las 

especificaciones, los términos de entrega, la habilidad del postor 

para realizar y cumplir con el contrato, la responsabilidad 

económica del licitador, su reputación e integridad comercial, la 

calidad del equipo, producto o servicio y cualesquiera otras 

condiciones que se hayan incluido en el pliego de subasta. 21 LPRA 

sec. 4506. 

Por otro lado, el Municipio de Moca adoptó, a través de la 

Ordenanza Núm. 24, Serie 2012-2013, la reglamentación 

referente a los procedimientos de subasta formal de compra de 

bienes muebles y servicios, según lo establece la Ley Núm. 81-

1991. En particular, la Sección 18, Inciso 1, de la aludida 
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Ordenanza, dispone los factores a considerar por la Junta para la 

adjudicación de una subasta: 

A. La adjudicación de la subasta la hará la 

Junta de Subastas. Se adjudicará la buena 
pro al mejor postor tomando en 

consideración, no solamente el montante 
de la oferta, sino todas las condiciones y 

circunstancias que por su naturaleza 
haga más beneficiosa la proposición. A 

estos fines, la Junta de Subastas examinará 
todas las proposiciones sometidas y adjudicará 

las mismas tomando en cuenta los mejores 
intereses del Municipio de Moca. 

La adjudicación de las subastas de adquisición, 

se harán a favor del licitador que esté 
respaldado por un buen historial de capacidad 

y cumplimiento y que reúna los siguientes 
requisitos: que cumpla con los requisitos y 

condiciones de los pliegos de Especificaciones 
y que sea la más baja en precio o que, aunque 

no sea la más baja en precio, la calidad y/o 
garantías ofrecidas superan las demás ofertas 

o se justifique el beneficio de interés público 
de esa adjudicación. 

 
B. Al adjudicar una subasta la Junta 

considerará, entre otras cosas lo siguiente: 
 

[…] 

 
2. En caso de que la Junta apruebe la 

adjudicación de una subasta a un licitador 
que no es el más bajo, deberá explicar las 

razones de tal acción y hacerlas constar 
por escrito en las actas o minutas que 

formarán parte del expediente de la 
subasta. 

 
(Énfasis nuestro). 

 
Así las cosas, “[n]o existe, sin embargo, una regla inflexible 

que exija que la subasta deba adjudicarse siempre al postor más 

bajo, pues pueden existir consideraciones de interés público que 

lleven a que la licitación más baja no resulte ser la más 

económica”. Torres Prod. v. Junta Mun. Aguadilla, supra, pág. 

897.  No obstante, si el licitador más bajo cumple con los 

requisitos reglamentarios de la agencia y tiene la capacidad de 

realizar la obra de forma eficiente, dicho licitador deberá ser 
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considerado para realizar la obra. Íd., Empresas Toledo v. Junta 

de Subastas, supra.  

A tenor con lo anterior, al evaluar una adjudicación de 

subastas, los tribunales tenemos el deber de asegurar que las 

instrumentalidades públicas cumplan con la ley, con sus propios 

procedimientos y que traten de forma justa a los licitadores. RBR 

Const., S.E. v. A.C., supra.  Si bien es cierto que debemos gran 

deferencia a las determinaciones de las agencias administrativas, 

cuando éstas no se encuentran sustentadas por evidencia 

sustancial en el récord o cuando son irrazonables, nada nos impide 

intervenir. Nos encontramos ante una determinación arbitraria 

cuando es infundada o irrazonable. Id., págs. 856, 857.   

Conforme al marco jurídico antes esbozado, procedemos a 

resolver las controversias planteadas en el caso de autos.  

Por estar ambos señalamientos de error relacionados a los 

detalles de la adjudicación de la subasta en controversia, los 

discutiremos en conjunto.  La recurrente cuestiona que la Junta 

de Subastas del Municipio de Moca erró al rechazar su oferta, a 

pesar de que, a su entender, fue la más baja y cumplió con los 

requisitos establecidos en el aviso de subasta.  

También, la recurrente sostiene que la Junta no tomó en 

consideración el parámetro de inversión que le fue otorgado por 

la Junta de Inversión en la Industria Puertorriqueña, pues, de 

haberlo aplicado, surgiría que el costo de evaluación de su 

producto era de $66.00 la tonelada de asfalto recogido en planta, 

convirtiéndola en la licitadora más baja en precio, para fines de 

adjudicación.  Sobre el particular, del expediente surge que en el 

subrenglón de acarreo de asfalto regado y compactado con 

emulsión, TRA licitó el precio más bajo por contar con el 15% del 

parámetro, mientras que la recurrente cuenta con un 10% en 
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dicho renglón.  Ahora, en el subrenglón de asfalto recogido en 

planta, aunque TRA licitó a un precio más alto que la recurrente, 

la Junta analizó las particularidades de su oferta y decidió 

adjudicársela a esa entidad. Las razones para dicha determinación 

no nos parecen caprichosas, pues con ello se beneficia el interés 

público. 

Además, la recurrente aduce que la notificación de la 

adjudicación de la subasta no incluyó los fundamentos en que se 

basó la decisión, violentándole su debido proceso de ley.  Al 

respecto, enfatiza que al ser el asfalto un material para recogerse 

en las facilidades del licitador por personal y camiones del 

Municipio, el costo de la búsqueda y acarreo era un factor 

determinante que la Junta debió considerar al momento de la 

adjudicación de la subasta.  Añade que su planta está ubicada en 

el Municipio de Hatillo, mientras que la del licitador agraciado, 

TRA, ubica en Arecibo.  Ello, estima, sobrellevaría costos de 

acarreo mayores para el Municipio e impactaría el costo final del 

producto.  Recalca que la distancia entre su planta en Hatillo y el 

Municipio de Moca es menor a la de la planta del licitador 

agraciado, criterio esencial que entendía le favorecía. No le asiste 

la razón. 

Del expediente surge que TRA es dueña de dos plantas de 

asfalto localizadas en los municipios de Hormigueros y Guayanilla. 

Igualmente, opera, en concepto de arrendamiento con opción a 

compra, otras 8 plantas manufactureras, entre las cuales el 

Municipio de Moca podría recoger el material, siendo la más 

cercana la que ubica en el municipio colindante de Aguada.  De 

hecho, en su escrito, el propio Municipio explica que lleva varios 

años recogiendo asfalto en la planta que TRA utiliza en Aguada, 

sin que ello haya afectado su habilidad de cumplir con su 
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obligación.  Además, en ocasiones anteriores TRA le ha servido 

asfalto al Municipio de Moca desde su planta en el pueblo de 

Hormigueros. Al momento de adjudicar la buena pro, la Junta 

tomó en consideración que la planta desde la que opera TRA ubica 

a una distancia significativamente más cercana a la jurisdicción 

territorial de Moca, en comparación a la distancia de donde ubica 

la planta de asfalto de la recurrente. Ello implica que el producto 

se obtendría con mayor celeridad, y menor costo operacional en 

relación con el uso de equipo y camiones, entre otras cosas.  Aún 

más importante, el aludido factor permite que una vez se obtenga 

el asfalto caliente, se pueda mantener a la mayor temperatura 

posible para utilizarse satisfactoriamente en las obras 

municipales.   

De otro lado, la recurrente menciona en su escrito que la 

planta desde la cual opera TRA pertenece a la empresa Betteroads 

Asphalt, LLC y/o Betterecycling, Corp., quien fue sometida a una 

petición involuntaria de quiebras. Detalla que entre los activos de 

dicha empresa se encuentra la planta desde donde pretende TRA 

proveerle asfalto al Municipio de Moca. Además, esgrime que 

existe un pleito en el Tribunal de Primera Instancia en el cual se 

procura una ejecución de hipoteca y entre las propiedades que 

garantizaba la misma se encontraba la aludida planta 

manufacturera. La recurrente esboza que la pendencia de dichos 

asuntos afecta la validez y continuidad de la tenencia de TRA en 

la mencionada facilidad e incide en su habilidad para cumplir con 

el suplido de asfalto.  Por su parte, TRA arguye que el hecho de 

que las facilidades desde donde opera la planta de Aguada estén 

bajo un proceso legal no ha afectado el curso ordinario de sus 

negocios.  Alega que el acreedor hipotecario conoce del contrato 

de arrendamiento con opción a compra y que se encuentra en un 
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proceso final de adquisición de las plantas. Además, destaca que, 

en el caso hipotético de que no pueda adquirir las mencionadas 

plantas; (1) su contrato de arrendamiento es válido hasta que 

culmine el año del contrato con el Municipio de Moca y (2) posee 

una planta manufacturera en Hormigueros. 

Como sabemos, nuestro estado de derecho vigente permite 

que se le adjudique la buena pro de una subasta a un licitador, 

aun cuando no sea el postor más bajo, si se justifica dicha decisión 

en la notificación y si este tiene la capacidad de realizar la obra de 

manera eficiente.  Ello fue lo que ocurrió en el presente caso al 

adjudicársele la buena pro a TRA.  A pesar de que licitó a un precio 

mayor en los renglones estudiados, al tomar en consideración los 

costos relacionados al acarreo e historial excelente de servicio, su 

oferta resultó ser la más costo efectiva.  Si la Junta seleccionaba 

la oferta de la recurrente, esta resultaría ser la más costosa.  Por 

tanto, entendemos que la Junta expuso de manera adecuada las 

razones para tomar esa decisión, las cuales redundan en el mejor 

beneficio para el Municipio de Moca.  Además, la opinión del 

director del DTOP municipal, basada en sus conocimientos y 

experiencias en relación con las obras en las cuales se utiliza el 

asfalto, fue de gran relevancia para la Junta al momento de emitir 

su decisión. 

Conforme a lo antes reseñado y a la normativa aplicable, 

concluimos que la Junta de Subastas del Municipio de Moca actuó 

correctamente al otorgar la buena pro a la compañía TRA.   Esta 

decisión fue una informada y razonable, basada en evidencia 

sustancial que obra en el expediente.  Por ende, procede la 

confirmación de la Resolución recurrida. 

 

DICTAMEN 
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 Por los fundamentos aquí expuestos, se confirma la 

adjudicación de la Subasta Núm. 1, Serie 2017-2018 de la Junta 

de Subastas del Municipio de Moca. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

    Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


